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OPINIÓN Nº 074-2009/DTN
Entidad:
Escuela Técnica del Ejército de Perú 
Asunto:
Ámbito de aplicación de la normativa de contrataciones del Estado 

Referencias:
Oficio Nº 007-2009-ETE/U-7.d 
1.
ANTECEDENTES


Mediante el documento de la referencia, el Director de la Escuela Técnica del Ejército del Perú (en adelante, la “Entidad”) consulta si es necesario convocar a un proceso de selección para contratar con centros educativos privados, para que los alumnos de la Entidad puedan participar en los cursos de capacitación o especialización que brindan dichos centros educativos privados.

2. CONSULTA Y ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 (en lo sucesivo, la “Ley”), y la Segunda Disposición Complementaria Final del Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en lo sucesivo, el “Reglamento”). 

En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

La Entidad formula literalmente la siguiente consulta:

“Si una entidad educativa pública de nivel técnico superior desea capacitar a sus alumnos en formación en Programas Especiales de Capacitación o Perfeccionamiento o Cursos de Especialización que son dictados por otras entidades educativas de naturaleza privada; y para que accedan a dichos cursos o programas los alumnos deben superar concursos de admisión o selección establecidos por esas entidades educativas llámense Universidades o Institutos Superiores, ¿Es necesario que la Entidad pública realice un proceso de selección regulado por la Ley de Contrataciones del Estado y su Reglamento o se configuraría un caso de inaplicación de la normativa citada?”

2.1
En atención a lo establecido en los artículos 2º y 3º de la Ley, y en concordancia con lo señalado en el artículo 76º de la Constitución Política del Perú
, en términos generales, se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la Ley y su Reglamento los contratos celebrados por las Entidades, por los cuales el Estado asume la obligación de retribuir con una suma dineraria —erogación de fondos públicos— al contratista por su prestación que puede consistir en la entrega de bienes, realización de servicios o ejecución de una obra.
En ese sentido, es obligatoria la sujeción de determinadas contrataciones a las disposiciones de la Ley y su Reglamento, cuando el ente que pretende satisfacer necesidades de bienes, servicios y obras puede catalogarse como una “Entidad”, en los términos referidos en el numeral 3.1 del artículo 3º de la Ley
, y si, para tal efecto, debe brindar una contraprestación con cargo a recursos públicos
; condiciones que deben presentarse de forma concurrente.    

2.2  Sin perjuicio de lo indicado, cabe anotar que en el mercado de los servicios educativos no siempre las instituciones educativas a las que se pretende acceder permiten el acceso, sin condiciones, de las personas interesadas en contar con sus servicios; por el contrario, en algunas situaciones, las instituciones educativas establecen un procedimiento de admisión o selección para determinar el ingreso o aceptación de los interesados. 

En estos casos materialmente no es posible que las Entidades acudan a dichas instituciones educativas solicitando que aquellas presenten ofertas o que cumplan con determinados requisitos y garantías, dado que se establece un procedimiento previo para el acceso de cada persona al servicio educativo.

A su vez, dado que es la entidad educativa a la cual se acude quien impone las condiciones de selección de los postulantes, dichas contrataciones no cumplen con uno de los presupuestos fundamentales de la normativa sobre contrataciones del Estado, pues en esta es la Entidad quien determina de manera exclusiva los requerimientos técnicos mínimos del servicio a contratar,  lo que incluiría la selección de los postulantes
. 

Atendiendo a ello es que este Organismo Supervisor en anteriores oportunidades
 ha establecido como criterio rector que para el mercado de los servicios educativos de capacitación, constituye un supuesto de inaplicación de la normativa en materia de contrataciones, la existencia de un procedimiento de admisión o selección para determinar el ingreso o aceptación de las personas interesadas en contar con dichos servicios.
No obstante, si bien es cierto que en estos casos las Entidades contratantes no están obligadas a cumplir con los requisitos, formalidades, garantías y procedimientos establecidos en la Ley y el Reglamento para la contratación de dichos servicios, se exige que esta contratación cumpla con los principios generales enunciados en el artículo 4º de la Ley, entre otros, el Principio de Economía, el Principio de Eficiencia y el Principio de Transparencia.
3.

CONCLUSIONES
3.1
Se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la Ley y su Reglamento los contratos celebrados por las Entidades, en los cuales éstas asumen la obligación de retribuir con una suma dineraria —erogación de fondos públicos— al contratista, por su prestación, la cual puede consistir en la entrega de bienes, realización de servicios o ejecución de una obra. En esa medida, en principio, los contratos celebrados por la Entidad con instituciones educativas que impliquen la erogación de fondos públicos para el Estado, tendrían que regirse por las reglas y procedimientos establecidos en la normativa sobre contratación pública.
3.2 En el supuesto que la institución educativa a la cual se pretende acceder cuente con algún procedimiento de admisión o selección para determinar el ingreso o aceptación de las personas interesadas en contar con sus servicios, no se cumpliría uno de los presupuestos fundamentales para la aplicación de la normativa vigente en materia de contrataciones del Estado, pues en esta es la Entidad quien determina de manera exclusiva los requerimientos técnicos mínimos del servicio a contratar, lo que incluiría la selección de los postulantes; por lo que se constituye un supuesto de inaplicación de dicha normativa. 
Jesús María, 31 de julio de 2009
JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN
Director Técnico Normativo (e)
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� Constitución Política del Perú





“Artículo  76º.-Obligatoriedad de la Contrata y Licitación Pública


Las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos o recursos públicos se ejecutan  obligatoriamente por contrata y licitación pública, así como también la adquisición o la enajenación de bienes.


La contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley de Presupuesto se hace por concurso público. La ley establece el procedimiento, las excepciones y las respectivas responsabilidades”.





� De conformidad con lo establecido en el literal g) del numeral 3.1 del artículo 3º de la Ley, se encuentran dentro de los alcances de la Ley, bajo el término genérico de Entidad “Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del Perú”. 





� Debe recordarse que la normativa de contrataciones públicas sólo es aplicable cuando es la Entidad pública la que asume el vínculo contractual con, por ejemplo, la institución educativa. Por el contrario, si el trabajador o personal de la Entidad se vincula directamente con la institución educativa, obteniendo únicamente el financiamiento correspondiente por parte de la Entidad, no se aplicará la normativa de contratación pública. 





� Dicho criterio ha sido indicado en anteriores oportunidades por este Organismo Supervisor. Para ello, revisar los Pronunciamientos Nº 121-2009/DTN, Nº 150-2009/DTN y Nº 160-2009/DTN.


 


� 	Al respecto, puede consultarse la Opinión Nº 113-2004(GTN), la Opinión Nº 133-2005/GTN, la Opinión Nº 134-2005/GTN, y la Opinión Nº 083-2007/DOP, entre otras.








